
 

 

 
 
 
 
 
OFICIO 220-075204 DEL 18 DE JULIO DE 2019 
 
 
REF: LOS PROCESO MONITORIOS DE COBRO DE OBLIGACIONES SE 
DEBEN INCORPORAR AL PROCESO DE INSOLVENCIA. 
 
 
Acuso recibo del escrito citado en la referencia, con el cual presenta consulta 
relativa a si los procesos monitorios dentro de los cuales se persigue el cobro de 
obligaciones en contra de una sociedad sometida al régimen de insolvencia deben 
ser incorporados al trámite correspondiente.  
 
Antes de resolver lo propio debe reiterarse que la competencia de esta Entidad es 
eminentemente reglada y sus atribuciones se hayan enmarcadas en los términos 
del numeral 24 del artículo 189, en concordancia con los artículos 82, 83, 84, 85 y 
86 de la Ley 222 de 1995, y Decreto 1023 de 2012.  
 
Así, al tenor de lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 11 del Decreto 1023 de 
2012, es función de la Oficina Jurídica de esta Entidad absolver las consultas 
formuladas por los organismos públicos y privados, así como por los usuarios y 
particulares sobre las materias a su cargo y en esa medida emite un concepto u 
opinión de carácter general que como tal no es vinculante ni compromete su 
responsabilidad.  
 
Bajo esa premisa jurídica este Despacho se permite resolverla inquietud en el 
siguiente contexto:  
 
El artículo 20 de la Ley 1116 de 2006 prescribe lo siguiente:  
 
“(…) Artículo 20. Nuevos procesos de ejecución y procesos de ejecución en 
curso. A partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá 
admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro 
en contra del deudor. Así, los procesos de ejecución o cobro que hayan 
comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán remitirse para 
ser incorporados al trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito 
pendientes de decisión, las cuales serán tramitadas como objeciones, para efectos 
de calificación y graduación y las medidas cautelares quedarán a disposición del 
juez del concurso, según sea el caso, quien determinará si la medida sigue vigente 
o si debe levantarse, según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la 
recomendación del promotor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia y 
necesidad operacional, debidamente motivada.  



 

 

El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las actuaciones 
surtidas en contravención a lo prescrito en el inciso anterior, por auto que no 
tendrá recurso alguno.  
 
El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar individual o 
conjuntamente la nulidad del proceso al juez competente, para lo cual bastará 
aportar copia del certificado de la Cámara de Comercio, en el que conste la 
inscripción del aviso de inicio del proceso, o de la providencia de apertura. El Juez 
o funcionario que incumpla lo dispuesto en los incisos anteriores incurrirá en 
causal de mala conducta.”  
 
Por su parte, el artículo 419 del Código General del Proceso prescrito entorno al 
proceso monitorio lo siguiente:  
 
“(…) Artículo 419. Procedencia. Quien pretenda el pago de una obligación en 
dinero, de naturaleza contractual, determinada y exigible que sea de mínima 
cuantía, podrá promover proceso monitorio con sujeción a las disposiciones de 
este Capítulo”  
 
Ciertamente entonces, al ser el proceso monitorio un proceso de cobro de 
obligaciones de mínima cuantía, por virtud del principio de “Universalidad”1 
previsto por el numeral 1° del artículo 4,° numeral 9 del artículo 192, y 20 de la Ley 
1116 de 2006, dicho proceso debe ser incorporado al proceso de reorganización, 
en los términos de las disposiciones en comento, al no ser exceptuados de tal 
mandato.  
 
1 “(…) Artículo 4º. Principios del régimen de insolvencia. El régimen de insolvencia está orientado por los siguientes 
principios:  
1. Universalidad: La totalidad de los bienes del deudor y todos sus acreedores quedan vinculados al proceso de insolvencia 
a partir de su iniciación.”  
2 “(…)9. Ordenar a los administradores del deudor y al promotor que, a través de los medios que estimen idóneos en cada 
caso, efectivamente informen a todos los acreedores la fecha de inicio del proceso de reorganización, transcribiendo el 
aviso que informe acerca del inicio expedido por la autoridad competente, incluyendo a los jueces que tramiten procesos de 
ejecución y restitución. En todo caso, deberá acreditar ante el juez del concurso el cumplimiento de lo anterior y siempre los 
gastos serán a cargo del deudor.”  
 
 

En los anteriores términos su solicitud ha sido atendida en el plazo y con los 
efectos descritos en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015, que sustituyó el Título 
II, Derecho de Petición del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso, no sin antes señalar que puede consultarse en la P.Web de la 
Entidad, la normatividad, los concepto jurídicos alusivos con el tema u otro de su 
interés  


